
FONDO ROTATORIO DE ESTUPEFACIENTES - Creación legal y no 
reglamentaria; carácter de cuenta especial y no de establecimiento público / 
FONDOS - Definición legal 
 
Es necesario precisar, en primer lugar, que el Fondo nació a la vida jurídica en 
virtud de la Ley 36 de 1939 como bien lo señala la norma acusada en su artículo 
1°. Esta Ley 36 del 4 de diciembre de 1939 al destinar un presupuesto 
independiente creó una cuenta específica para efectos de que el Gobierno 
Nacional de manera exclusiva importe las drogas que formen hábito pernicioso. En 
la época de la expedición del decreto acusado, la norma aplicable a los fondos era 
el Decreto Ley 3130 de 19681, que estableció: ARTICULO 2o. DE LOS FONDOS. 
Los Fondos son un sistema de manejo de cuentas de parte de los bienes o 
recursos de un organismo, para el cumplimiento de los objetivos contemplados en 
el acto de su creación y cuya administración se hace en los términos en éste 
señalados.  Cuando a dichas características se sume la personería jurídica, las 
entidades existentes y las que se creen conforme a la ley, lleven o no la mención 
concreta de "Fondos Rotatorios", son Establecimientos Públicos”.  El Gobierno 
Nacional con la norma acusada no creó el Fondo Rotatorio de Estupefacientes 
como lo alega el demandante, sólo denominó la cuenta especial creada por la Ley 
36 de 1939, con el citado nombre de Fondo Rotatorio de Estupefacientes al cual 
no le dio categoría de establecimiento público porque no le otorgó personería 
jurídica. No puede tener entonces vocación de prosperidad  la censura que le 
endilga el demandante al Decreto 257 de 1969 en lo que hace relación a la 
existencia legal del Fondo Rotatorio de Estupefacientes.  
 
TASA - Concepto y elementos según la jurisprudencia 
 
Sobre las tasas la Corte Constitucional ha señalado: “… Tasas. Son aquellos 
ingresos tributarios que se establecen unilateralmente por el Estado, pero sólo se 
hacen exigibles en el caso de que el particular decida utilizar el servicio público 
correspondiente. Es decir, se trata de una recuperación total o parcial de los 
costos que genera la prestación de un servicio público; se autofinancia este 
servicio mediante una remuneración que se paga a la entidad administrativa que lo 
presta. Toda tasa implica una erogación al contribuyente decretada por el Estado 
por un motivo claro, que para el caso, es el principio de razón suficiente: Por la 
prestación de un servicio público específico. ‘El fin que persigue la tasa es la 
financiación del servicio público que se presta’. Esta especie de tributo se conoce 
con el nombre de tasa (C.P. srt 338). La carga impositiva particular –no general- 
que entraña la tasa, se explica en términos de justicia fiscal por la voluntaria 
invocación de una actuación estatal y el consiguiente beneficio directo que obtiene 
la persona que la formula. La tarifa de la tasa, consiguientemente, tiene la función 
de recuperar los costos que el Estado presta al individuo (…). Dada la naturaleza 
de tasa del tributo analizado, lo pertinente en esta materia es que la ley 
directamente señala el sistema y el método que sirvan para definir los costos del 
servicio que el Estado presta. Precisamente la definición de los costos permitirá a 
la autoridad fijar la tarifa cuya función esencial se contrae a absorberlos”.  La 
jurisprudencia de la Sala Plena del Consejo de Estado, acudiendo a una definición 
doctrinaria, señaló que la tasa es: “un tributo que se origina en la prestación de un 
servicio individualizado del Estado al contribuyente. Sólo lo paga quien lo utiliza.  
Se considera como un precio que cobra el Estado por el servicio prestado.” La 
Sección Primera de esta Corporación ha señalado que la tasa es una erogación 
pecuniaria decretada por el Estado a cargo del contribuyente por la prestación de 
un servicio específico, de tal manera que sólo la paga el particular que lo utiliza a 

                                                 
1 Derogado expresamente por el artículo 121 de la Ley 489 de 1998. 



la entidad que lo presta. En sentencia  del 11 de octubre de 2007 radicada con el 
N° 2004 00026, esta Sección refiriéndose a este tributo dijo: “…el artículo 338 de 
la Constitución Política otorga la posibilidad de que la tarifa de las tasas sea fijada 
por las autoridades administrativas, pero siempre y cuando la ley, ordenanza o 
acuerdo determinen el sistema y método para definir los costos (…). De igual 
manera, la Sala considera que le asiste razón a la demandante cuando señala que 
el citado Decreto Ley 2535 de 1993 no determinó el sistema y método para definir 
tales costos, exigencia a la que se refiere el inciso 2 del canon constitucional 338 
…”. Por su parte, la Sección Cuarta de esta Corporación definió así las “tasas”:  “... 
en relación con la `tasa' se ha dicho que está  fundada igualmente en el poder de  
imposición y en la ley, que tiene como hecho generador la prestación concreta e 
individualizada de un servicio público, existe una contraprestación y su pago tiene 
carácter voluntario en la medida en que sólo se hace exigible en el evento en que 
el particular decida utilizar el servicio público correspondiente”. (Consejo de 
Estado. Sección Cuarta. Ponente: Dr. María Inés Ortiz Barbosa. Fecha: 01/02/08 
Radicación  6768). NOTA DE RELATORIA. Se cita Sentencia C-144 del 20 de 
abril de 1993, M.P. Dr Eduardo Cifuentes Muñoz y  Consejo de Estado, Sala Plena 
de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 11 de diciembre de 2001, dictada 
en el expediente N°S-028. M.P. Dr. Jesús María Lemos Bustamante. 
 
TASA DEL FONDO ROTATORIO DE ESTUPEFACIENTES - Nulidad parcial del 
Decreto 257 de 1969 al crear tasa siendo reserva legal 
 
Ahora bien, el recargo de que trata el artículo 4° de la disposición acusada encaja 
dentro de la definición de tasa, como lo dijo el Procurador Delegado ante esta 
Corporación, pues ciertamente está orientada a cubrir los costos en que incurre el 
Fondo por la prestación del servicio de importe de medicamentos que formen 
hábito pernicioso. La misma disposición censurada así lo dispone cuando 
establece que ese sobrecosto se destina “para atender a los gastos de 
administración del Fondo” y agrega “con cargo a los cuales podrán crearse, 
mediante resolución del Ministro los empleos necesarios para su gestión”. La 
Constitución Política estableció que la tasa está sujeta al principio de reserva legal 
en cuanto a su creación. En efecto, tanto el artículo 338 de la Constitución Política 
de 1886 como el de la actual, disponen: (…). La Ley 36 de 1939 no otorgó 
facultades al Gobierno para cobrar y recaudar esta tasa ni lo hicieron las leyes 
posteriores que regularon la comercialización de estos medicamentos. Dentro de 
este contexto, no hay duda para la Sala que el artículo 4° del decreto acusado 
excedió la potestad reglamentaria, pues creó una tasa, la cual, se repite, está 
reservada expresamente al legislador. 
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 I- ANTECEDENTE 

LA DEMANDA 

 

El señor Jorge Camilo Paniagua Hernández. en ejercicio de la acción de nulidad  

consagrada en el artículo 84 del C.C.A., presentó demanda ante esta Corporación 

tendiente a obtener la siguiente declaración: 

 

Que se declare la nulidad del Decreto 257 del 24 de febrero de 1969 expedido por 

el Gobierno Nacional, por medio del cual se reglamenta el funcionamiento del 

Fondo Rotatorio de Estupefacientes del Ministerio de Salud Pública. 

 

El actor  señala, en síntesis:  

 

Que la Ley 36 del 4 de diciembre de 1939 “Por la cual se reglamenta el comercio 

de drogas que forman hábito pernicioso”, no faculta a entidad o institución alguna  

para cobrar y recaudar una tasa o contribución, con ocasión   de la importación o 

venta de drogas o materias primas de carácter controlado; que simplemente se 

limitó a establecer una partida dentro del presupuesto nacional para sufragar los 

gastos que implica la importación de este tipo de productos por parte del Gobierno 

Nacional. 

 

Que no es cierto lo afirmado por el artículo 1° de la disposición acusada que 

señala que el Fondo  Rotatorio de Estupefacientes como entidad adscrita al 

Ministerio de salud, hoy Ministerio de la Protección Social, fue creado por la citada 

Ley 36 de 1939.   

 

Señaló que el Decreto acusado faculta al Fondo para cobrar un recargo hasta del 

60% en la venta de las drogas que importe, lo cual carece de sustento legal en la 

medida en que la Ley 36 de 1939 no establece facultad alguna para realizar dicho 

cobro, lo que constituye una tasa que no está prevista legalmente.  

 

NORMAS  VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN 

 



Manifiesta el actor que al expedir el acto administrativo cuya declaración de 

nulidad se solicita, el Gobierno Nacional infringió las siguientes disposiciones: 

 

1. La Ley 36 del 4 de diciembre de 1939. 

 

2. El artículo 12 de la Ley 153 de 1887, porque la facultad reglamentaria  no se 

ajustó a normas superiores, en este caso la Ley 36 de 1939, al hacer alusión al 

Fondo Rotatorio de Estupefacientes y establecer una tasa, con lo cual se violó el 

principio de legalidad. 

 

3. El artículo 338 de la Constitución Política, porque los tributos, como lo son las 

tasas, tienen reserva de ley. 

 

CONTESTACION  DE LA  DEMANDA 
 
 
El Ministerio de la Protección Social solicita no acceder a las pretensiones de la 

demanda. Señala que el Gobierno Nacional al expedir el artículo acusado no violó 

norma superior alguna 

 

Que la Ley 36 de 1939 reglamentó el comercio de las drogas que forman hábito 

pernicioso y señaló que a partir del 1° de enero de 1940 sólo el Gobierno 

Nacional podrá importar dichas drogas. 

 

Manifestó que el artículo 460 de la Ley 9 de 1979 señala taxativamente que las 

drogas o medicamentos que puedan producir dependencia o acostumbramiento y 

los que requieran condiciones especiales para su elaboración, manejo, venta y 

empleo, se sujetarán a lo que establezca esta disposición y sus 

reglamentaciones; que el parágrafo de esta disposición precisó que las drogas y 

medicamentos en mención, quedan bajo el control y vigilancia del Gobierno y 

estarán sujetos a las reglamentaciones establecidas en los convenios 

internacionales que celebre el Gobierno. 

 

Que entre las funciones que el artículo 20 de la Ley 30 de 1986 –Estatuto 

Nacional de Estupefacientes, asignó al Ministerio de Salud, hoy de Protección 

Social, está la de reglamentar y controlar la elaboración, producción, 

transformación, adquisición, distribución, venta, consumo y uso de drogas y 

medicamentos que causen dependencia y sus precursores. 



 

Que en el anterior marco reglamentario se expide el decreto acusado, como 

también posteriormente se expidió el artículo 18 del Decreto 1152 de 1999 que 

señala que el Fondo Nacional de Estupefacientes funciona como una Unidad 

Administrativa Especial dependiente de la Dirección General de Salud Pública del 

Ministerio de Salud, el cual tiene como objetivo la vigilancia y control sobre 

importaciones, exportaciones, distribución y venta de drogas, medicamentos, 

materias primas, o precursores de control especial a la que se refiere la Ley 30 de 

1936 y dentro de sus funciones se encuentra la de contratar la fabricación de 

medicamentos de control especial y aquellos que el Gobierno determine y la de 

controlar la distribución, venta y consumo de medicamentos de control especial. 

 

Que la disposición acusada reglamenta la competencia que tiene el Ministerio  

designando la dependencia que asume la vigilancia y control, sin que se esté 

creando una entidad distinta; que el Gobierno Nacional –Ministerio de Salud, tiene 

la facultad legal de reglamentar todo lo relacionado con los medicamentos de 

control especial, las drogas, materias primas o precursores utilizados en la 

fabricación y que son importados a través del Fondo Nacional de Estupefacientes, 

entidad que debe desplegar toda una actividad administrativa para el ingreso de 

estos bienes al país. 

 

Que el Ministerio de Salud a través del Fondo sólo está recuperando los costos 

de la actividad que ejerce y que le presta de manera exclusiva a unos particulares 

que también se benefician con las importaciones que se efectúen, lo que tiene 

sustento en el numeral 9 del artículo 95 de la C.P. que dispone que son deberes 

de la persona y del ciudadano contribuir al financiamiento de los gastos e 

inversiones del estado dentro de conceptos de justicia y equidad. 

 

La entidad acusada enumera normas de origen nacional e internacional que han 

sido expedidas regulando la actividad relacionada con el manejo de 

estupefacientes, para que sean tenidas en cuenta. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 

La parte demandante reitera lo expresado en la demanda e insiste en que la Ley 

36 de 1939 facultó al Gobierno únicamente para importar medicamentos 

controlados, pero no lo habilitó para regular todo lo relacionado con el manejo de 



medicamentos controlados y en especial nunca lo facultó para recaudar suma 

alguna por esta labor. 

 

La parte demandada reitera los argumentos de la contestación de la demanda. 

 

El Ministerio Público solicita que se desestime la pretensión relacionada con la 

existencia del Fondo Rotatorio de Estupefacientes y que se decrete la nulidad del 

acto acusado en lo relacionado con la imposición de la tasa. 

     
CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 
Pretende la actora que se declare la nulidad del Decreto 257 del 24 de febrero de 

1969 expedido por el Gobierno Nacional por considerarlo violatorio de la Ley 36 de 

1939 en lo relacionado con la creación del Fondo Rotatorio de Estupefacientes del 

Ministerio de Salud Pública y al cobro de un recargo hasta del 60% en la venta de 

las drogas que creen hábito pernicioso que este importe; que por lo anterior se 

violaron el artículo 12 de la Ley 153 de 1887 en cuanto excedió la potestad 

reglamentaria y el artículo 338 de la C.P. porque creó una tasa que está sujeta a 

reserva legal. 

 

La disposición acusada Decreto 257 de 1969 dispone: 

 
“MINISTERIO DE SALUD 
  
DECRETO NUMERO 257 DE 1969 
(24 de Febrero) 
Por el  cual se reglamenta el funcionamiento del Fondo Rotatorio de 
Estupefacientes del Ministerio de Salud Pública. 
  
EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA 
En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales 
 
DECRETA 
ARTICULO 1o. El Fondo Rotatorio de Estupefacientes de que trata la 
Ley 36 de 1939 estará encargado de manejar los recursos necesarios para 
la importación de drogas que formen hábito pernicioso, la represión del 
tráfico ilícito y la asistencia de la toxicomanía. 
 
ARTICULO 2o. La Administración del Fondo, esto es la ordenación de 
gastos y la celebración de contratos con cargo a sus recursos corresponde 
al Ministro, quien podrá delegar dicha función en el Secretario General.   
 
ARTICULO 3o. Los actos o contratos que a nombre del Fondo expidan o 
celebren se someterán a las disposiciones vigentes para los actos y 



contratos de la administración y los particulares que al efecto establezca la 
Contraloría General de la República. 
 
ARTICULO 4o. Sobre los costos directos e indirectos de las drogas 
que importe, el Fondo podrá establecer un recargo hasta del 60%, en 
la venta que de las mismas haga para atender a los gastos de 
administración del Fondo, con cargo a los cuales podrán crearse, 
mediante resolución del Ministro los empleos necesarios para su gestión. 
Así mismo el Ministro podrá establecer los Comités de carácter interno que 
considere necesarios para el funcionamiento adecuado del Fondo. 
 
ARTICULO 5o.Ingresarán al Fondo los siguientes recursos: 
a)   Los que le asigne la Ley y los que se destinen en el Presupuesto 
Nacional. 
b) El producto y utilidad de las operaciones que realicen.  
 
ARTICULO 6o. Este Decreto rige a partir de la fecha de su expedición”. 
(resalta y subraya la Sala) 
 

 

Es necesario precisar, en primer lugar, que el Fondo nació a la vida jurídica en 

virtud de la Ley 36 de 1939 como bien lo señala la norma acusada en su artículo 

1°. 

 

Dicha ley, por la cual se reglamenta el comercio de las drogas que forman hábito 

pernicioso, dispone: 

 

“Artículo 1°. Desde el 1° de enero del año próximo sólo el Gobierno nacional 
podrá importar drogas que formen hábito pernicioso. 
 
Artículo 2°. Para cumplir lo dispuesto en el artículo anterior, destinase la 
suma de cincuenta mil pesos ($ 50.000.oo), que se incluirá en los 
presupuestos de las próximas vigencias. 
 
 

Esta Ley 36 del 4 de diciembre de 1936 al destinar un presupuesto independiente 

creó una cuenta específica para efectos de que el Gobierno Nacional de manera 

exclusiva importe las drogas que formen hábito pernicioso. 

 

En la época de la expedición del decreto acusado, la norma aplicable a los fondos 

era el Decreto Ley 3130 de 19682, que estableció: 

 

ARTICULO 2o. DE LOS FONDOS. Los Fondos son un sistema de 
manejo de cuentas de parte de los bienes o recursos de un organismo, 
para el cumplimiento de los objetivos contemplados en el acto de su 
creación y cuya administración se hace en los términos en éste señalados.   

                                                 
2 Derogado expresamente por el artículo 121 de la Ley 489 de 1998. 



Cuando a dichas características se sume la personería jurídica, las 
entidades existentes y las que se creen conforme a la ley, lleven o no la 
mención concreta de "Fondos Rotatorios", son Establecimientos Públicos.  

 

El Gobierno Nacional con la norma acusada no creó el Fondo Rotatorio de 

Estupefacientes como lo alega el demandante, sólo denominó la cuenta especial 

creada por la Ley 36 de 1939, con el citado nombre de Fondo Rotatorio de 

Estupefacientes al cual no le dio categoría de establecimiento público porque no le 

otorgó personería jurídica.   

 

No puede tener entonces vocación de prosperidad  la censura que le endilga el 

demandante al Decreto 257 de 1969 en lo que hace relación a la existencia legal 

del Fondo Rotatorio de Estupefacientes.  

 

La segunda censura se basa en la falta de competencia del Gobierno Nacional 

para cobrar sobre los costos directos e indirectos de las drogas que importe el 

sobre costo de 60% en la venta que de la droga restringida importe, por ser una 

tasa de reserva legal.  

 

Sobre las tasas la Corte Constitucional ha señalado:3 

 

“… Tasas. Son aquellos ingresos tributarios que se establecen 
unilateralmente por el Estado, pero sólo se hacen exigibles en el caso de 
que el particular decida utilizar el servicio público correspondiente. Es decir, 
se trata de una recuperación total o parcial de los costos que genera la 
prestación de un servicio público; se autofinancia este servicio mediante 
una remuneración que se paga a la entidad administrativa que lo presta. 
Toda tasa implica una erogación al contribuyente decretada por el Estado 
por un motivo claro, que para el caso, es el principio de razón suficiente: 
Por la prestación de un servicio público específico. ‘El fin que persigue la 
tasa es la financiación del servicio público que se presta’. 
La Tasa es una retribución equitativa por un gasto público que el estado 
trata de compensar en un valor igual o inferior, exigido de quienes, 
independientemente de su iniciativa, dan origen a él… 
…. Sin embargo, la actualización y ejercicio concretos de esa función 
pública interesan de manera principal a quienes elevan solicitudes e inician 
los respectivos trámites. De ahí que el estado, en ejercicio de la facultad 
impositiva, establezca a su cargo el pago obligatorio de ciertas sumas de 
dinero, que grva únicamente a las personas que ponen en acción el aparato 
público, pues ellas resultan ser las directas beneficiarias del servicio y las 
demandantes de una específica actuación pública. 
Esta especie de tributo se conoce con el nombre de tasa (C.P. srt 338). La 
carga impositiva particular –no general- que entraña la tasa, se explica en 
términos de justicia fiscal por la voluntaria invocación de una actuación 

                                                 
3 Sentencia C-144 del 20 de abril de 1993, M.P. Dr Eduardo Cifuentes Muñoz 



estatal y el consiguiente beneficio directo que obtiene la persona que la 
formula. La tarifa de la tasa, consiguientemente, tiene la función de 
recuperar los costos que el Estado presta al individuo … 
… Dada la naturaleza de tasa del tributo analizado, lo pertinente en esta 
materia es que la ley directamente señala el sistema y el método que sirvan 
para definir los costos del servicio que el Estado presta. Precisamente la 
definición de los costos permitirá a la autoridad fijar la tarifa cuya función 
esencial se contrae a absorberlos” 
 
 

La jurisprudencia de la Sala Plena del Consejo de Estado4, acudiendo a una 

definición doctrinaria, señaló que la tasa es: 

 

“un tributo que se origina en la prestación de un servicio individualizado 
del Estado al contribuyente. Sólo lo paga quien lo utiliza.  Se considera 
como un precio que cobra el Estado por el servicio prestado.5” 

 
 

La Sección Primera de esta Corporación ha señalado que la tasa es una 

erogación pecuniaria decretada por el Estado a cargo del contribuyente por la 

prestación de un servicio específico, de tal manera que sólo la paga el particular 

que lo utiliza a la entidad que lo presta.  

 

En sentencia  del 11 de octubre de 2007 radicada con el N° 2004 00026, esta 

Sección refiriéndose a este tributo dijo:  

 

“…el artículo 338 de la Constitución Política otorga la posibilidad de que la 
tarifa de las tasas sea fijada por las autoridades administrativas, pero 
siempre y cuando la ley, ordenanza o acuerdo determinen el sistema y 
método para definir los costos…. 
Sobre el particular, la Sala considera que le asiste razón a la actora cuando 
afirma que la tarifa puede ser fijada por la respectiva autoridad 
administrativa, como en este caso, en que el Decreto Ley 2535 de 1993 
autorizó a INDUMIL para cobrar los costos de administración y manejo en 
los trámites de los particulares que quieren importar explosivos; sin 
embargo, dicha fijación debe hacerse razonadamente, justificando el por 
qué de la misma, es decir, indicando cuál o cuáles son los costos en los que 
incurre al prestar el respectivo servicio (por ejemplo papelería, disposición 
de personal, transporte, etc). 
 De igual manera, la Sala considera que le asiste razón a la demandante 
cuando señala que el citado Decreto Ley 2535 de 1993 no determinó el 
sistema y método para definir tales costos, exigencia a la que se refiere el 
inciso 2 del canon constitucional 338 …” 
 
 

Por su parte, la Sección Cuarta de esta Corporación definió así las “tasas”: 

                                                 
4 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 11 de diciembre de 2001, 
dictada en el expediente N°S-028. M.P. Dr. Jesús María Lemos Bustamante. 
5 Cfr. Juan Rafael Bravo Arteaga, op.cit., Págs. 24 a 29. 



 
 “... en relación con la `tasa' se ha dicho que está  fundada igualmente en el 
poder de  imposición y en la ley, que tiene como hecho generador la 
prestación concreta e individualizada de un servicio público, existe una 
contraprestación y su pago tiene carácter voluntario en la medida en que 
sólo se hace exigible en el evento en que el particular decida utilizar el 
servicio público correspondiente”. (Consejo de Estado. Sección Cuarta. 
Ponente: Dr. María Inés Ortiz Barbosa. Fecha: 01/02/08 Radicación  6768).       

 

Ahora bien, el recargo de que trata el artículo 4° de la disposición acusada encaja 

dentro de la definición de tasa, como lo dijo el Procurador Delegado ante esta 

Corporación, pues ciertamente está orientada a cubrir los costos en que incurre el 

Fondo por la prestación del servicio de importe de medicamentos que formen 

hábito pernicioso. La misma disposición censurada así lo dispone cuando 

establece que ese sobrecosto se destina “para atender a los gastos de 

administración del Fondo” y agrega “con cargo a los cuales podrán crearse, 

mediante resolución del Ministro los empleos necesarios para su gestión”. 

 

La Constitución Política estableció que la tasa está sujeta al principio de reserva 

legal en cuanto a su creación.  

 

En efecto, tanto el artículo 338 de la Constitución Política de 1886 como el de la 

actual, disponen: 

 

“ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer 
contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos 
deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las 
bases gravables, y las tarifas de los impuestos.  
 
La ley, las ordenanzas y los acuerdos pueden permitir que las autoridades 
fijen la tarifa de las tasas y contribuciones que cobren a los contribuyentes, 
como recuperación de los costos de los servicios que les presten o 
participación en los beneficios que les proporcionen; pero el sistema y el 
método para definir tales costos y beneficios, y la forma de hacer su 
reparto, deben ser fijados por la ley, las ordenanzas o los acuerdos.” 

 

La Ley 36 de 1939 no otorgó facultades al Gobierno para cobrar y recaudar esta 

tasa ni lo hicieron las leyes posteriores que regularon la comercialización de estos 

medicamentos.  

 

Dentro de este contexto, no hay duda para la Sala que el artículo 4° del decreto 

acusado excedió la potestad reglamentaria, pues creó una tasa, la cual, se repite, 

está reservada expresamente al legislador. 



 

Por lo anterior, el Decreto acusado en el precitado artículo contrarió las 

disposiciones constitucionales en materia impositiva del Estado, por ello debe la 

Sala declarar la nulidad parcial de la norma censurada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativa, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República 

y por autoridad de la Ley   

 

F A L L A : 
 
DECLÁRASE la nulidad parcial del artículo 4° del Decreto N° 257 de 1969, en la 

parte que dice “Sobre los costos directos e indirectos de las drogas que importe, el 

Fondo podrá establecer un recargo hasta del 60%, en la venta que de las mismas 

haga para atender a los gastos de administración del Fondo, con cargo a los 

cuales podrán crearse, mediante resolución del Ministro los empleos necesarios 

para su gestión”.  

 

DENIÉGANSE las demás pretensiones de la demanda. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por 

la Sala en la sesión de la fecha.  

  

MARCO  ANTONIO  VELILLA   MORENO                  CAMILO ARCINIEGAS 
ANDRADE   
  Presidente 
 
 

MARTHA SOFÍA SANZ TOBÓN                   RAFAEL  E. OSTAU  DE  LAFONT  
PIANETA    
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